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León, Guanajuato, a 28 veintiocho de enero del 2014 dos mil catorce. . . .
V I S T O S para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo identificado con el número 212/2013-JN, promovido por el ciudadano ****, quien se ostenta como representante legal de la persona moral denominada ****; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- El presente proceso fue promovido oportunamente, toda vez que la demanda fue presentada dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que la parte actora se ostentó sabedora de la emisión de los actos impugnados; lo que refiere fue el día 7 siete de marzo del año pasado; sin que de las constancias del presente expediente se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia de los actos impugnados en la presente causa administrativa, se encuentra documentada en autos con lo siguiente: . . . . . . . . . . 
a).- El estado de cuenta predial, con número de folio 300251 tres-cero-cero-dos-cinco-uno, con fecha de corte al 19 diecinueve de diciembre del año 2012 dos mil doce, de la cuenta predial número 01-P-00365000-001 y que señala como valor del inmueble ubicado en Antiguo Camino a Santa Rosa número 301 
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trescientos uno, colonia Industrial Juárez de esta ciudad; la cantidad de $38’219,563.64 (Treinta y ocho millones doscientos diecinueve mil quinientos sesenta y tres pesos 64/100 Moneda Nacional); documental aportada por el impetrante y que es visible a foja 24 veinticuatro del expediente.  . . . . . . . . . . . . . 
b).- La impresión en original del estado de cuenta emitido en fecha 23 veintitrés de febrero del 2012 dos mil doce, en el que se aprecia que a esa fecha, el inmueble con el domicilio antes mencionado, tenía un valor de $24’874,232.20 (Veinticuatro millones ochocientos setenta y cuatro mil doscientos treinta y dos pesos 20/100 Moneda Nacional); palpable a foja 9 nueve. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . .
c).- La orden de valuación, con folio número 272222-12 (dos-siete-dos-dos-dos-dos guion uno-dos), emitida el 6 seis de agosto del año 2012 dos mil doce, por la entonces Tesorera Municipal. Documental aportada por la autoridad demandada en copia y que es visible en autos a foja 37 treinta y siete. . . . . . . . . . 
d).- El avalúo practicado al inmueble de referencia, propiedad de la parte actora, con folio 272222 (Dos-siete-dos-dos-dos-dos); mismo que se llevó a cabo el día 9 nueve de agosto del 2012 dos mil doce, presentado también en copia por la autoridad demandada y es visible a foja 38 treinta y ocho del expediente. .

Documentos que merecen pleno valor probatorio, conforme a lo dispuesto en los artículos 78, 117, 118, 121 y 124 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; toda vez que la orden de valuación y el avalúo, son documentos públicos emitidos por servidores públicos en el ejercicio de sus atribuciones; y cuya emisión fue reconocida libremente y sin coacción alguna, por la autoridad demandada; en tanto que los estados de cuenta, no obstante que se trata de documentos privados, su contenido se encuentra adminiculado con los anteriores documentos, y coinciden con los mismos tanto en los datos generales de la cuenta, del propietario y del inmueble, por lo que no puede restárseles valor probatorio alguno. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
CUARTO.- Por ser de Orden Público y, por ende de examen de oficio, ya que constituye un presupuesto procesal, este Juzgador procede a analizar la personalidad con la que concurre el actor en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . .  

El ciudadano ****, promovió el presente proceso administrativo, con el carácter de Representante Legal de la persona moral denominada ****; lo que acredita con la copia certificada del primer Testimonio de la Escritura Pública número 3,580 tres mil quinientos ochenta, de fecha 18 dieciocho de agosto del año 1988 mil novecientos ochenta y ocho; tirada ante la fe del Licenciado Jorge Arturo Zepeda Orozco, titular de la Notaría Pública número 100 cien, en legal ejercicio en esta ciudad de León, Guanajuato; en la cual se hizo constar la constitución de la sociedad mercantil denominada “Supergoma” Sociedad anónima de Capital Variable;  en la que en sus cláusulas transitorias Segunda y Tercera de dicha Escritura; se designó como Secretario al señor ****, y que tanto el Presidente como el Secretario del Consejo de Administración, tendrán las facultades que se señalan en la cláusula vigésima quinta de dicho contrato social, sin limitación alguna, las que podrán ejercerse conjunta o separadamente; cláusula en la que se les otorga a tales cargos un poder para pleitos y cobranzas, para actos de administración y para actos de dominio, con todas las facultades generales y especiales que conforme a la ley requieran cláusula especial. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Primer testimonio de la escritura que, certificado por el Licenciado Jorge Arturo Zepeda Orozco, Notario Público número 100 cien, del Partido Judicial de León, Guanajuato, (visible en autos a fojas 10 diez a la 20 veinte y certificada por la Secretaria de Estudio y Cuenta de este Juzgado), de acuerdo al artículo 123 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, hace fe de la existencia de la Escritura original, por lo que merece pleno valor probatorio al tratarse de un documento público de conformidad con lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; documental que resulta suficiente para acreditar que el ciudadano ****, tiene plenas facultades para comparecer y actuar en el presente proceso en representación dela persona moral denominada ****. . . . . . . 
QUINTO.- Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio si, en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . .

En la especie, en la presente causa administrativa, la autoridad demandada Tesorero Municipal, planteó las causales de improcedencia previstas en las fracciones I y VI del artículo 261 del Código de la materia, argumentado que no afectan los intereses jurídicos de la actora y que son inexistentes los actos que se le impugnan, porque el estado de cuenta no le irroga ningún agravio y que no emitió acto alguno que afecte tales intereses. . . . . . . . . . . . . . . . 
Para quien resuelve, no se actualizan las causales de improcedencia que se plantean por la autoridad demandada; pues como se advierte tanto de los conceptos de impugnación contenidos en el escrito de demanda, como del anterior considerando de esta misma sentencia; el actor no solamente impugnó el estado de cuenta, sino también el procedimiento de valuación, específicamente la orden de avalúo y el avalúo mismo; actos que sí existen, de acuerdo a los documentos admitidos como prueba por el Tesorero y, que sin duda alguna, constituyen actos administrativos que irrogan perjuicios a la parte 
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actora; por lo que evidentemente se afectan sus intereses jurídicos; por lo que los actos que se impugnan sí existen, no actualizándose así, la causal planteada.
Al no haberse hecho valer ninguna otra causal de improcedencia o de sobreseimiento, en tanto que de oficio, este juzgador no advierte la actualización de alguna que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa; es por lo que en consecuencia es procedente el presente proceso respecto de los actos administrativos combatidos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por el actor, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
De lo expuesto en el escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que la persona moral denominada ****; es propietaria del inmueble ubicado en  Antiguo Camino a Santa Rosa número 301 trescientos uno, de la colonia Industrial Juárez de esta ciudad; Inmueble que para efectos del impuesto predial para el ejercicio fiscal del año 2012 dos mil doce, tuvo un valor fiscal de $24’874,232.20 (Veinticuatro millones ochocientos setenta y cuatro mil doscientos treinta y dos pesos 20/100 Moneda Nacional); según se advierte del estado de cuenta obtenido el día 23 veintitrés de febrero del 2012 dos mil doce, mismo que fue aportado por la parte actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el estado de cuenta con folio número 300251 (tres-cero-cero-dos-cinco-uno) se advierte que para el ejercicio fiscal del año 2013 dos mil trece, tuvo un incremento en el valor fiscal el inmueble propiedad de la representada por el actor; que pasó a un valor de $38’219,563.64 (Treinta y ocho millones doscientos diecinueve mil quinientos sesenta y tres pesos 64/100 Moneda Nacional); razón por la cual se promovió el presente proceso; y en su contestación de demanda, el Tesorero Municipal aportó el avalúo realizado en el mes de agosto del año 2012 dos mil doce, mismo que arrojó el último valor anotado; argumentando la parte actora que el procedimiento de valuación es ilegal, porque vulnera los preceptos que regulan dicho procedimiento en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; negando, entre otras cosas que la orden de valuación le haya sido notificada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A lo expresado por el justiciable, la demandada argumentó que para la práctica del avalúo si se llevó a cabo el procedimiento establecido en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, y que se realizó mediante el uso de técnicas fotogramétricas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, la “litis” planteada se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad del procedimiento de avalúo del inmueble propiedad de la persona moral actora y de los actos inherentes al mismo, como lo son la orden de valuación y el avalúo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
SÉPTIMO.- No existiendo impedimento legal, se procede al estudio de los conceptos de impugnación expresados por la actora en su escrito de demanda. . 

Este Juzgador de manera primordial procederá al análisis de los conceptos de impugnación aplicando el principio de mayor consecuencia anulatoria de la resolución impugnada y que pudieran traer mayor beneficio a la parte actora en concordancia con los principios de congruencia y exhaustividad que deben regir en toda sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así pues, de los conceptos de impugnación esgrimidos, este Juzgador se avocará al estudio del que considera trascendental para emitir la presente resolución, como lo es lo señalado en el segundo concepto de impugnación, y el tercero, inclusive, del escrito de demanda, sin necesidad de transcribirlos en su totalidad así como tampoco los restantes; sirviendo para ello el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . 

Así las cosas, en el segundo concepto de impugnación del escrito de demanda (palpable a fojas 3 tres y 4 cuatro); el apoderado de la actora argumentó que se vulnera en su perjuicio el contenido del artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, al estar viciada la orden de valuación, pues las ordenes deben ser emitidas por autoridad competente y ser notificadas al contribuyente,  lo que no ocurrió en el asunto planteado, pues no le fue presentada, ya que textualmente manifestó: . . . . . . . . 
“En el presente caso se incumple todo lo anterior en virtud de que no existe orden de valuación y por lo tanto no se expresa el Objeto de la misma. YA que niego lisa y llanamente  las mismas hayan sido notificadas a la suscrita.” . . . 
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Asimismo, en el tercer concepto de impugnación, la parte actora expresó que se vulnera, entre otros, el artículo 168 de la mencionada Ley de Hacienda aplicable, al no habérsele notificado acto administrativo alguno. . . . . . . . . . . . . . . 
Por su parte, la autoridad demandada, en su escrito de contestación de la demanda, en relación a lo expresado por la parte actora, sólo refirió que resulta inoperante e improcedente, toda vez que para llegar a la determinación de la modificación del valor fiscal se agotó el procedimiento de valuación contemplado en la Ley de Hacienda, mediante el uso de técnicas fotogramétricas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Analizado lo expresado por las partes, así como los actos impugnados y las constancias que integran el presente proceso, concretamente la orden de valuación con número de folio 272222-12 (dos-siete-dos-dos-dos-dos guión uno-dos) y el avalúo con mismo número de folio; para este Juzgador son fundados los conceptos de impugnación que se examinan conjuntamente, pues el procedimiento administrativo de valuación realizado en el asunto que nos ocupa es ilegal, al no haberse notificado debidamente a la parte actora, conforme a lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En efecto, de acuerdo a lo establecido en el artículo 168 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, se precisa que el valor fiscal de un inmueble, sólo puede ser modificado por la manifestación de los contribuyentes sobre el valor; cuando se produzca un cambio al nombre del contribuyente o a las características del inmueble; o, por cualquier otra circunstancia que origine una alteración de su valor (ejecución de obras públicas o reconstrucción o rehabilitación de las mismas); así como que de no presentarse alguna de las causas antes citadas, dicho artículo en su párrafo segundo consigna que el valor fiscal únicamente podrá ser modificado por avalúo. Avalúo cuya práctica, de acuerdo al contenido del primer párrafo del artículo 176 del ordenamiento legal antes citado, debe ser ordenada por escrito, por la Tesorería Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .     

Así pues, en el caso concreto se encuentra debidamente probado que el inmueble ubicado en Antiguo Camino a Santa Rosa número 301 trescientos uno, colonia Industrial Juárez de esta ciudad, tuvo una modificación en su valor fiscal, entre el período comprendido de febrero del año 2012 dos mil doce al mes de diciembre de ese mismo año; lo que fue originado por la orden de valuación emitida el 6 seis de agosto de dicho año, y el avalúo practicado el día 9 nueve de agosto de 2012 dos mil doce (actos visibles, como ya se dijo anteriormente, a fojas 37 treinta y siete y 38 treinta y ocho del expediente); determinándose en dicho avalúo un nuevo valor fiscal del inmueble por la cantidad de $38’219,623.64 (Treinta y ocho millones doscientos diecinueve mil seiscientos veintitrés pesos 64/100 Moneda Nacional); sin que a lo largo de la prosecución del presente proceso, se haya acreditado de modo alguno, por parte de la autoridad demandada, que esa modificación de valor, sea por motivo de la actualización de las causas contenidas en el artículo 168 de la Ley de Hacienda para los Municipios . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Asimismo, no se acreditó por la autoridad demandada, que la orden de valuación y el avalúo mismo, se hayan hecho del conocimiento, de una manera legal, a la representada por el impetrante del proceso, esto es, mediante las notificaciones personales correspondientes, vulnerando lo establecido en los artículos 79 y 81 de la misma Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; pues es evidente que la autoridad demandada es omisa en probar que la orden de valuación se le haya presentado o dado a conocer legalmente; pues en la orden de valuación en comento, no consta indicio alguno que lo haga así presumir; pues incluso, en el cuerpo de la misma, donde dice “recibí”, solo se contiene una fecha y hora, pero se encuentra en blanco en cuanto al nombre de la persona, así como también el espacio de “procedió citatorio”; por lo que se concluye que a la justiciable no le fue mostrada dicha orden; todo lo anterior, sin duda constituye una violación a lo dispuesto en los primeros párrafos de los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios de Guanajuato; este último precepto establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 177.- En la práctica de los avalúos a que se refiere la fracción II del artículo 162 de esta Ley, los peritos deberán presentarse en hora y día hábiles y se identificarán con la documentación correspondiente, en el inmueble que deba ser objeto de la valuación y mostrarán a sus ocupantes la orden respectiva.” (Lo subrayado es nuestro). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aunado a lo anterior, se advierte también que en la elaboración de la orden de valuación que emitió la autoridad demandada, no cumplió tampoco con los requisitos formales; como lo es que la orden de avalúo haya sido emitida por la autoridad competente, lo que no ocurre en el asunto planteado; ya que la autorización a los peritos para acudir al inmueble y practicar el avalúo debe provenir también de la voluntad decisoria del titular de la Tesorería Municipal; lo que en el llenado de una orden de valuación se traduciría en que todos los elementos de la orden, tanto los genéricos como los específicos estuvieran llenos con el mismo tipo de letra, que sería la  impresa por computadora; lo que no ocurrió en el caso que nos ocupa, al haberse plasmado con letra manuscrita, en el apartado específico de la persona facultada para realizar el avalúo, en el que en el espacio relativo se anotó: “Ramón Arriaga Matehuala”; lo que significa que cuando se firmó la orden por la entonces Tesorera Municipal, tal espacio se encontraba en blanco y posteriormente fue llenado, presumiblemente por el perito que elaboró el avalúo y no por la titular de la dependencia; por lo que en tal aspecto no se cumplió con lo ordenado en el artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, ya que el mismo establece que todo avalúo debe ser ordenado por la Tesorería Municipal y practicada por los peritos designados para tal efecto por dicha autoridad; lo que evidentemente no se cumplió en el caso en comento, al no desprenderse con claridad que el perito que elaboró el avalúo haya sido el designado por la Tesorería Municipal, por la razón aludida. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
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Es por todo lo antes razonado, que se consideran fundados los conceptos de impugnación en examen; pues está demostrado que el procedimiento de valuación practicado al inmueble de la persona moral señalada, vulneró en su perjuicio, el contenido de los artículo 79, 81, 168, 176 y 177 inclusive, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así las cosas, al resultar fundados los conceptos de impugnación en sus aspectos analizados; con fundamento en la fracción II del artículos 300 y fracciones II y III del 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se declara la nulidad total de la orden de valuación número de folio 272222-12 (Dos-siete-dos-dos-dos-dos- guion uno-dos); de fecha 6 seis de agosto del año 2012 dos mil doce;  así como en corolario de lo anterior, se declara también la nulidad total de todos los actos sustentados en dicha orden, como lo son el propio avalúo con mismo número de folio, practicado el 9 nueve de agosto de ese mismo año, y el estado de cuenta descrito al inicio de la presente sentencia; ello en base al principio jurídico general que establece que lo accesorio debe tener la misma consecuencia y destino que lo principal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

OCTAVO.- En virtud de que los argumentos analizados en el segundo y tercer conceptos de impugnación contenidos en el escrito de demanda, resultaron fundados y son suficientes para decretar la nulidad total de los actos impugnados; resulta innecesario el estudio de los restantes, ya que ello no cambiaría, ni afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Vale de sustento a lo anterior, la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299, 300, fracción II; y, 302, fracciones  II y III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E:
PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal es competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Resultó procedente el proceso administrativo promovido por el justiciable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se decreta la nulidad total de la orden de valuación con número de folio 272222-12 (Dos-siete-dos-dos-dos-dos guion uno-dos); de fecha 6 seis de agosto del año 2012 dos mil doce; así como la nulidad total del avalúo con mismo número de folio, practicado el 9 nueve de agosto de ese mismo año, y, el estado de cuenta con folio 300251 (tres-cero-cero-dos-cinco-uno), con fecha de corte al 19 diecinueve de diciembre del 2012 dos mil doce; lo anterior de acuerdo a las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Séptimo de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

